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                        TAPIAR LOS COSTES DE DESPIDO 
                                               Juan J. Dolado

 ¿Tapiar? Tapiar es la actividad de cubrir un hueco con ladrillos. El agujero al que me refiero en estas líneas es la diferencia existente entre las indemnizaciones por despido en los contratos indefinidos y temporales: 45 días por año de servicio (p.a.s.) (con un máximo de 42 mensualidades), que es el coste mas habitual y corresponde al despido improcedente, y 8 dias p.a.s. (con un máximo de 12 mensualidades) que corresponde a muchos contratos temporales. 
   La vuelta al dialogo social, tras el período vacacional, de Gobierno, patronal y sindicatos, tiene como objetivo primordial concluir en julio con una reforma consensuada sobre el problema de la excesiva temporalidad en España que afecta a un 31% de los trabajadores asalariados. Las cuatro reformas anteriores (1994, 1997, 2001 y 2002), no han conseguido acabar con este escollo.  El proceso actual no parece fácil pues la principal propuesta del gobierno parece ser la extensión del contrato de empleo estable, con 33 días p.a.s. y un máximo de 24 mensualidades, ahora reservado a ciertos colectivos, a todos los nuevos contratos, lo cual ha suscitado el rechazo sindical, mientras que la patronal parece estar por una reducción en las cotizaciones sociales.
   Resolver este problema parece complicado desde la óptica de la economía política ya que los trabajadores con contratos indefinidos suponen un 59% de la clientela potencial de los sindicatos (total de asalariados y parados), si bien los indefinidos con derecho a 45 días sólo suponen el 40%. Sin embargo, la teoría económica y la abundante evidencia empírica respecto a los efectos de la temporalidad sobre el empleo, y el bienestar en general, dan pistas bastante seguras sobre un posible camino a seguir. La reducción de costes de despido aumenta los flujos de creación y destrucción de puestos de trabajo. Aumenta la destrucción pues al abaratase el despido se consume mas de ese “bien” por parte de las empresas, al igual que si se abaratan las entradas de cine iremos a ver más películas. Aumenta la creación pues se reduce el coste laboral total, cuando los salarios no son suficientemente flexibles para acomodar los costes de despido. El efecto neto de ambos aumentos sobre el nivel de empleo, no obstante, suele ser generalmente ambiguo. Los efectos de un aumento de la temporalidad, en la medida en que dichos contratos conllevan menores indemnizaciones, son equivalentes a los comentados anteriormente y la ambigüedad persiste. 

   Sin embargo, un resultado no ambiguo surge cuando las empresas tienen la opción de convertir los contratos temporales en indefinidos. En dicho caso, según han demostrado los famosos economistas franceses Pierre Cahuc y Fabien Postel-Vinay (“Temporary Jobs, Employment Protection and Labor Market Performance”, Labour Economics, 2002, vol. 9), el empleo aumenta cuando la diferencia entre los costes de despido de ambos contratos no es grande y disminuye si ocurre lo contrario. La intuición es bastante sencilla: cuanto mayor sea la diferencia, menor será la tasa de conversión de temporales a indefinidos, mayor la rotación de trabajadores con contratos temporales y mayor la tasa de paro. El lector podrá preguntarse si la política óptima no sería la de eliminar completamente esa diferencia. La respuesta es negativa en la medida en que los contratos temporales surgen por motivos de prueba, estacionalidad en la producción, sustitución por baja, etc. donde la naturaleza del riesgo asociado al despido es diferente que para un contrato indefinido. También podría argumentarse si lo mejor sería eliminar los costes de despido. Aquí, sí que la literatura económica es clara: los costes de despido suponen un instrumento de aseguramiento que los mercados privados de seguros no pueden prover por problemas de selección adversa. Como botón de muestra baste decir que un 50% de las empresas norteamericanas con convenios de empresa ofrecen indemnizaciones no estatutarias a sus trabajadores. 
Así pues, el quid de la cuestión está en como “tapiar el hueco” en los costes de despido vigentes. Supongamos que una empresa tiene una plantilla con un 30% de trabajadores temporales renovables cada año y un 70% de indefinidos cuyas antigüedades medias son de 1 año y 8 años, respectivamente, y que se plantea ejercer su actividad productiva durante 8 años. Suponiendo el mismo salario por día para ambos tipos de trabajadores, el coste medio de despido por trabajador sería de 271,2 días (=0.3x8x8+0.7x45x8), lo que supone un 9,3% del coste laboral total en los 8 años (=271.2/(8x365).  Si se redujera el coste de los indefinidos de 45 a, digamos, 39 días p.a.s. (la media de 33 y 45, así que ni para el Gobierno ni para los sindicatos), y los agentes sociales se plantearan mantener el coste medio del despido en 271,2 días, se obtiene una indemnización  para los temporales de 22 día p.a.s. La distancia se reduciría de 37 a 17 días. Se podría argumentar que 22 días es una indemnización excesiva para todos los contratos temporales, aunque nótese que el coste medio no ha variado. Una posibilidad alternativa sería crear un nuevo contrato para todos los trabajadores en cinco tramos, con indemnizaciones de 10 días para el primer año, 16 para el segundo, 21 para el tercero, 29 para el cuarto y 39 en adelante. Por ejemplo, un trabajador despedido con dos años de antigüedad cobraría un total de 26 días (= 10+16), con tres años de antigüedad, 47 días (=10+16+21), etc. El coste para la empresa de despedir a un trabajador contratado bajo este contrato sería de 271 días (=10+16+21+26+5x39), casi idéntico al coste actual. Las diferencias seguirían disminuyendo, siendo la indemnización menor en el primer año, que constituiría el período de prueba.  
   La propuesta de la patronal de profundizar en las bonificaciones a la conversión o en la contratación indefinida me parece poco eficiente. En un país que se gasta 2,500 millones de euros en bonificaciones y con un problema de financiación del sistema de pensiones en dos décadas, no creo que se deba jugar a bajar las cotizaciones. Además, los flujos de rescisión de contratos estables de 33 día p.a.s. al cabo de los dos años, período durante el que empresario percibe una reducción en las cotizaciones, son muy elevados, lo que indica que la diferencia entre 8 y 33 días p.a.s. sigue siendo alta y que una vez cobrado el subsidio se rescinde el contrato. De hacer algo en esta dirección, quizás lo mejor sería establecer una bonificación fija que, proporcionalmente, beneficiase mucho más a la contratación de trabajadores poco cualificados, con salarios bajos, que a los cualificados.

Obviamente, las cifras de antigüedad utilizadas en el ejercicio anterior son ficticias pero los gabinetes de los agentes sociales pueden fácilmente obtener estimaciones mucho mas precisas. En un país tan acostumbrado al boom inmobiliario como es el nuestro, esta labor de albañilería podría ayudar a desatar el nudo gordiano de la eterna reforma de la temporalidad. 
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